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"Es peligroso vivir en el mundo, 
 no por culpa de quienes hacen el mal, 

 sino por culpa de quienes miran y permiten que se haga" 
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I. Introducción 
 
El estudio de la legitimación en los procesos que involucran situaciones de 
violencia requiere, en primer término, definir qué entendemos por violencia, para 
luego, identificar el rol del sistema de justicia y los alcances de la intervención en 
la prevención y sanción.  
 
En este artículo abordaremos sintéticamente la violencia familiar, la violencia de 
género, la violencia hacia niñas, niños y adolescentes, la violencia hacia 
personas adultas mayores y la violencia hacia personas discapacitadas. 
 
Los procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico para las situaciones 
de violencia determinan las legitimaciones activas y pasivas, en algunos casos, 
de carácter obligatorio. Sin perjuicio de ello, la realidad nos interpela y nos exige 
mejores y mayores respuestas, flexibilización de las formas, evitación de la 
revictimización, formación de los/as operadores/as y abordaje interdisciplinario y 
en red. 
 
Si bien las respuestas del sistema de justicia no alcanzan para reducir la 
violencia, las respuestas “no penales”, en muchos casos, restauran 

                                                             
(*) Jueza Comunitaria de las Pequeñas Causas de Granadero Baigorria, Santa Fe 
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razonablemente derechos de las personas que se encuentran en condición de 
vulnerabilidad por victimización y limitan o evitan la escalada de la violencia.  
 
 
II. Violencia  

 
La Organización Mundial de la Salud define la violencia como “el uso deliberado 
de la fuerza física o el poder ya sea en grado de amenaza o efectivo, contra uno 
mismo, otra persona o un grupo o comunidad, que cause o tenga muchas 
probabilidades de causar lesiones, muerte, daños psicológicos, trastornos del 
desarrollo o privaciones”1. 
 
La violencia puede manifestarse a través de diferentes comportamientos, entre 
ellos, la fuerza física utilizada para lastimar, dañar o matar a alguien; las acciones 
verbales y gestuales dirigidas a rebajar o descalificar la idea o postura de alguien; 
y la inacción y el silencio con intencionalidad de generar desprecio hacia alguien. 
Todas son conductas violentas que se manifiestan en las relaciones 
interpersonales y victimizan a la/s persona/s agredida/s.  
 
Sin perjuicio de la definición brindada por la OMS y del análisis que se haga de 
las diferentes formas en que puede manifestarse la violencia, el término 
comporta una expresión de contenido desbordante2. La sociedad occidental en 
la que vivimos es violenta y cualquier interacción humana actual es susceptible 
de convertirse en violenta. Esta inmersión obligada en la realidad violenta 
provoca que aumente nuestra tolerancia y que solo reaccionemos ante casos 
extremos de violencia, quedando desapercibidas e incluso normalizadas otras 
manifestaciones menos llamativas. 
 
La violencia, asimismo, como cualquier otra palabra abstracta, tiene un 
significado diferente y subjetivo para cada persona. ¿Cuál es la razón para que 
una misma situación sea identificada o no como violenta por distintas personas? 
La respuesta no es sencilla y probablemente dependa de multitud de aspectos 
educacionales, situacionales, actitudinales y de otros relacionados con la 
personalidad y la historia vital de las personas involucradas.3 Sin embargo, salvo 
raras excepciones cursadas generalmente por problemáticas de salud mental, 
nadie desea ser víctima de violencia y la deseabilidad social hace que tampoco 
nadie desee ser acusado de ejercerla. 
 
Otra cuestión espinosa es la deliberación que pueda haber en la realización del 
hecho violento ¿Si quien ejerce la violencia lo hace conscientemente o es un 
mecanismo inconsciente basado en un mal aprendizaje, un sufrimiento previo, 
una condición de salud mental, etc.? Investigaciones científicas en salud mental 
han respaldado la existencia de mayor gravedad en los problemas de salud 

                                                             
1 Según la Oficina Regional para las Américas de la Organización Mundial de la Salud - 
https://www.paho.org/es. 
2 BIRULÉS, Fina, Violencia. Una palabra para un contenido desbordante, en GOBERNA-
TRICAS, Josefina y BOLADERAS, Margarita (coordinadoras), Violencia obstétrica y el debate 
actual sobre la atención al nacimiento, Madrid, Tecnos, 2018, p. 19 
3 RUIZ BERDUN, Dolores. Análisis histórico de la violencia obstétrica en GOBERNA-TRICAS, 
Josefina y BOLADERAS, Margarita. Violencia obstétrica y el debate actual sobre la atención al 
nacimiento, Madrid, Tecnos, 2018, p.31 

https://www.paho.org/es
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mental entre quienes han estado expuestos repetidamente a uno o varios tipos 
o contextos de violencia, ya sea como objetivo o perpetrado, y asocian de 
manera más sólida los síntomas de enfermedades mentales con estas 
experiencias de violencia múltiple. Destacan que las experiencias vividas en la 
infancia tienen un efecto acumulativo en las experiencias de violencia en la edad 
adulta y en los problemas de salud mental, especialmente en los varones. Otros 
estudios demostraron que la exposición a la violencia en el lugar de trabajo 
también es peligrosa para la salud mental; por ejemplo, entre los agentes de 
policía, presenciar incidentes de violencia ha sido un predictor significativo de los 
síntomas de trastorno de estrés postraumático y movilizador en el uso de 
sustancias 
 
Si bien la salud mental se ve afectada, frecuentemente, por la sobrecarga 
alostática4 y la desregulación del sistema natural de respuesta al estrés del 
cuerpo debido al estrés recurrente relacionado con la violencia, las personas con 
enfermedades mentales tienen más probabilidades de ser víctimas de violencia 
que perpetradores. Sin embargo, existe una escasez de literatura centrada en 
las percepciones de las personas sobre sus experiencias de violencia a lo largo 
de su vida y su salud mental. Varios estudios cualitativos han informado que los 
sentimientos de inseguridad e impotencia relacionados con la violencia infantil 
como objetivos en la familia y/o la comunidad contribuyeron a la perpetración de 
violencia en la edad adulta. En resumen, los estudios invocados han concluido 
que las experiencias de violencia pueden derivar en problemas de salud mental 
que pueden aumentar el riesgo de sufrir violencia posteriormente, ya sea como 
víctima o perpetrador, cuyos efectos acumulativos pueden comprometer aún 
más la salud mental5. 
 
Ahora bien, no siempre existe una relación directa entre padecimiento mental y 
violencia, aun en las situaciones que presentan riesgo para la propia persona o 
para terceras personas y requieren de abordajes interdisciplinarios adecuados 
que incluyen, en algunos casos, la intervención judicial previa en auxilio de la 
interdisciplina o posterior, de contralor judicial de legalidad. Sin perjuicio de ello, 
en materia de prevención y protección de situaciones de violencia, debemos 
considerar especialmente los aportes de los estudios citados atento las 
poblaciones actuales presentan frecuentes y generalizados problemas de salud 
mental, incluidas las adicciones, que impactan de manera directa en las 
relaciones interpersonales, victimizando a las personas cuidadoras, 
generalmente, las mujeres de la familia y/o del entorno socioafectivo. 
 
La violencia ha ido variando en las sociedades con el correr del tiempo conforme 
los parámetros que fija la ética, la moral y el derecho y según cada cultura. Por 
ello, resulta vital analizar constantemente la evolución de la violencia y sus 

                                                             
4 La carga alostática es una medida fisiológica de la carga acumulada de estrés en el cuerpo, 
evaluada mediante marcadores de desregulación fisiológica. Es un constructo multisistémico que 
cuantifica el riesgo biológico que conduce a una mala salud y a trayectorias desadaptativas 
(National Library of Medicine)- https://pmc.ncbi.nlm.nih.gov/static/img/ncbi-logos/nih-nlm-ncbi--
white.svg 
5 TAYLOR, Petrea Lea. Universidad de Nuevo Brunswick. Los efectos de la violencia acumulada 
a lo largo de la vida en la salud mental de los hombres: alteraciones en la capacidad de conectar 
con otros y encontrar maneras de reanudar la relación (National Library of Medicine) -  
https://pmc.ncbi.nlm.nih.gov/static/img/ncbi-logos/nih-nlm-ncbi--white.svg 

https://concepto.de/cultura/
https://pmc.ncbi.nlm.nih.gov/static/img/ncbi-logos/nih-nlm-ncbi--white.svg
https://pmc.ncbi.nlm.nih.gov/static/img/ncbi-logos/nih-nlm-ncbi--white.svg
https://pmc.ncbi.nlm.nih.gov/static/img/ncbi-logos/nih-nlm-ncbi--white.svg
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manifestaciones para abordar eficazmente las relaciones interpersonales 
cursadas por ella y evitar su normalización. 
 
La violencia, sin perjuicio de las disquisiciones esbozadas anteriormente, 
constituye para el sistema de justicia, la vulneración de derechos humanos y 
fundamentales. Estos derechos subjetivos emanan de la dignidad humana y la 
resguardan frente a la dominación arbitraria apoyada en desiguales relaciones 
de poder social, algunas veces, cursadas por problemas de salud mental, 
mediante la cual unos seres humanos imponen a otros ser instrumentos de sus 
propios fines. 
 
 
III.  Violencia y sistema de justicia  

 
La violencia configura, como ya hemos dicho, una violación a los derechos 
humanos. Ello surge de varias convenciones y declaraciones internacionales, de 
numerosas decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y del 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos.  
 
Entre las Convenciones Internacionales podemos citar a la CEDAW (Convención 
Internacional de No Discriminación contra la Mujer, aprobada por Argentina por 
Ley 23.179), que en la Recomendación Nro. 35 aclara, respecto de la 
Recomendación Nro. 19, que la violencia dirigida contra la mujer por ser mujer o 
que la afecta en forma desproporcionada constituye una violación de sus 
derechos humanos.  
 
La Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de 
las Personas Adultas Mayores, ratificada por Argentina por Ley 27.360, por su 
parte, define el maltrato de los adultos mayores como toda acción u omisión a 
su integridad física, psíquica y moral que vulnera el goce o ejercicio de sus 
derechos humanos y libertades fundamentales. 
 
La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra las Mujeres ("CONVENCION DE BELEM DO PARA") afirma, respecto de 
la violencia contra la mujer, que constituye una violación de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales y limita total o parcialmente a la mujer 
el reconocimiento, goce y ejercicio de tales derechos y libertades. 
 
La CIDH, en varios casos ha sostenido que la violencia contra las mujeres 
importa afectación de sus derechos humanos. En el caso Penal Miguel Castro 
Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas, sentencia 25 de noviembre de 2006, 
ha dicho que durante los conflictos armados las mujeres enfrentan situaciones 
específicas de afectación a sus derechos humanos, como lo son los actos de 
violencia sexual, la cual en muchas ocasiones es utilizada como “un medio 
simbólico para humillar a la parte contraria”.6  
 
El sistema de justicia como herramienta de protección de los derechos humanos 
contiene normas sustanciales y procesales que prevén medidas preventivas en 

                                                             
6 Cuadernillo de Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos Nº 4: 
Derechos Humanos y Mujeres 
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protección de las víctimas, decisiones definitivas y reparaciones integrales y la 
sanción de los agresores con debidos procesos y penas proporcionales.  
 
En este trabajo se abordará la intervención preventiva jurisdiccional desde la 
justicia no penal atento la praxis de su autora, y se analizarán las legitimaciones 
en dichos procesos.  
 
 
IV. Violencia familiar  

 
La ley nacional 24.417 no definió la violencia familiar. Tal vez, siguiendo el 
axioma de que toda definición legal es peligrosa. Tampoco lo hizo la Ley 11.529 
de la provincia de Santa Fe. Sin embargo, otras leyes provinciales, como la de 
la Provincia de Buenos Aires Ley 12.569 la definen como toda acción, omisión, 
abuso, que afecte la vida, libertad, seguridad personal, dignidad, integridad 
física, psicológica, sexual, económica o patrimonial, de una persona en el ámbito 
del grupo familiar, aunque no configure delito.  
 
La ley 24.417 en su artículo 1ero. dice que toda persona que sufriese lesiones o 
maltrato físico o psíquico por parte de alguno de los integrantes del grupo familiar 
podrá denunciar estos hechos en forma verbal o escrita ante el juez con 
competencia en asuntos de familia y solicitar medidas cautelares conexas, 
extendiendo el grupo familiar a las uniones de hecho. En consonancia con la 
normativa nacional, la ley santafesina 11.529 reproduce este artículo al 
establecer el ámbito de aplicación. De la lectura de ambos artículos se deduce 
el concepto de violencia familiar, sin perjuicio de que se advierte que debían 
haber incluido taxativamente las omisiones y abusos y las afectaciones 
descriptas en la normativa bonaerense, cuyo texto fue actualizado con 
modificaciones introducidas por las leyes 14.509 y 14.657.7  
 
La violencia familiar puede provenir de acciones y de omisiones. La inclusión de 
las omisiones en la violencia familiar es importante por cuanto importa hacer 
visible la violencia contra las niñas, niños y adolescentes, por ejemplo, ante la 
negligencia en su cuidado, la falta de atención, el abandono, etc. Estas 
omisiones conducen a situaciones de altísimo riesgo y comportan 
incumplimiento de las obligaciones positivas a cargo de los Estados respecto de 
los NNA.  
 
La afectación a los derechos humanos y fundamentales (vida, libertad, dignidad, 
integridad) puede ser directa o indirecta. Ambas son el resultado de una relación 
desigual de poder, surgiendo la indirecta de prácticas o conductas 
discriminatorias, especialmente hacia la mujer, los niños, niñas y adolescentes, 
las personas discapacitadas y las personas adultas mayores, todas en condición 
de vulnerabilidad.  
 

                                                             
7 ARTÍCULO 1. LEY 12.569 - (Texto según Ley 14.509) A los efectos de la aplicación de la 
presente ley se entenderá por violencia familiar, toda acción, omisión, abuso, que afecte la vida, 
libertad, seguridad personal, dignidad, integridad física, psicológica, sexual, económica o 
patrimonial, de una persona en el ámbito del grupo familiar, aunque no configure delito. 
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En este marco y siguiendo a la Dra. Kemelmajer en su obra “La violencia en las 
relaciones de familia”, debemos señalar la importancia de elevar la problemática 
de la violencia familiar al ámbito de los derechos humanos protegidos por las 
convenciones internacionales. Sus resultados son determinantes: - a) Las 
situaciones de violencia se abordan como ataques a valores fundamentales del 
bloque de constitucionalidad, con el “plus” que eso importa; - b) El primer valor 
atacado es la libertad/autonomía de la persona, atento en la violencia familiar no 
se protege a la familia sino a la personalidad de cada uno de sus integrantes; - 
c) El segundo valor atacado es la igualdad porque las relaciones violentas de 
poder entre los/as integrantes de la familia vulneran la necesaria igualdad 
horizontal; - d) La eficacia de los remedios contra la violencia resulta 
trascendente, debiendo los jueces y las juezas implicarse en el resultado de sus 
decisiones con las amplias facultades que le otorgan los instrumentos tendientes 
a que lo resuelto se cumpla; e) La dilación indebida en los procedimientos 
configura una clara violación a los derechos humanos, habiendo sido condenada 
Argentina en este sentido; f) El tratamiento de los casos de violencia familiar 
requiere de “empatía”, y así ha sido destacado en varias decisiones judiciales, 
entre las que podemos citar el voto del Dr. Kohan en una sentencia penal de 
2020 en materia de género “… no puede prescindirse - además de la voluntad 
de ampliar la forma de pensar - de un elemento que humildemente opino es 
esencial, que es la empatía. Nada se logra sin apertura al cambio y sin la 
capacidad de identificarse con alguien y poder comprender sus sentimientos … 
“8. 
 
Puede promover la denuncia, conforme la ley nacional (24.417), toda persona 
víctima integrante del grupo familiar - entendiéndose por grupo familiar el 
matrimonio y las uniones de hecho -, y si fuese menor de edad, adulta mayor o 
discapacitada, sus representantes legales y/o el ministerio público. La ley 
santafesina (11.529), al describir el ámbito de aplicación, otorga la misma 
legitimación activa que la ley nacional y aclara que la persona denunciante puede 
ser conviviente o no y que el grupo familiar comprende a los ascendientes, 
descendientes y colaterales del grupo familiar, no exigiendo la representación 
legal de las personas menores de edad, adultas mayores y discapacitadas. La 
ley de la Provincia de Buenos Aires (12.569), por su parte, amplía la legitimación 
activa a toda persona que haya tomado conocimiento de los hechos de violencia.  
 
La legitimación activa regulada por las leyes descriptas requiere de su 
integración con los normado en el Código Civil y Comercial de la Nación que ha 
redefinido el concepto tradicional de familia receptando muchas de las 
soluciones creadas por vía doctrinaria y jurisprudencial, tanto a nivel local como 
nacional, y cuyo fundamento reside en el llamado proceso de 
constitucionalización del derecho de familia. Ha redefinido el concepto tradicional 
de familia e incorporado otras modalidades y condiciones, algunas de las cuales 
ya habían obtenido regulación legislativa antes de la sanción del nuevo código, 
como el matrimonio igualitario incorporado por Ley 26.618 o la identidad de 
género establecida por Ley 26.743. Respecto del matrimonio, actualmente se 
caracteriza por un “proyecto de vida en común” con total libertad, basado en la 
cooperación, la convivencia y el deber moral de fidelidad de las personas 

                                                             
8 Trib Cas. Pen .Buenos Aires, sala IV, 12-8-2020, RC J4872/20. 
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contrayentes. No impone deberes matrimoniales legalmente exigibles sino solo 
desde el punto de vista moral, dejando a salvo la cuestión del deber de asistencia 
y el de alimentos, tanto durante la convivencia como para la separación de 
hecho. 
 
Hoy día coexisten familiares compuestas por personas de diferente sexo con 
otras entre personas del mismo sexo, con hijos/as o sin ellos/as. A su vez, 
existen familias uniparentales, familias ensambladas, resultantes de divorcios, 
viudez o nulidad del matrimonio, uniones entre personas que ya tenían 
descendencia de otras uniones y familias derivadas de uniones convivenciales. 
Todas estas modalidades quedan incluidas en la normativa de protección contra 
la violencia familiar y, por lo tanto, legitimadas activamente todas las personas 
integrantes de dichas familias.9 
 
Respecto de la legitimación activa de las personas menores de edad, el Código 
Civil y Comercial ha incorporado el concepto de capacidad progresiva que 
propicia una participación activa en su proceso de crecimiento y un 
reconocimiento gradual y progresivo de su autonomía para ejercer los derechos 
que le han sido reconocidos por todo el ordenamiento vigente, permitiendo 
incluso, que en situaciones de conflicto de intereses con sus representantes 
legales, puede intervenir con asistencia letrada, y siempre respetándose su 
derecho a ser oído en todo proceso judicial que le concierne y a que su opinión 
sea tenida en cuenta, principios rectores establecidos en la Convención de los 
Derechos del Niño (art. 12) y también en la Ley 26.061 (art. 24 y art. 27 inc. c) y 
en el ámbito local en la Ley 12.967.  
 
Respecto de la legitimación activa de las niñas y adolescentes, la Ley 26.485 de 
Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las 
mujeres las faculta a efectuar la denuncia directamente o a través de sus 
representantes legales de acuerdo a lo establecido en la ley 26.06110, a la cual 
adhiere la provincia de Santa Fe por ley 12.967. Dicha norma, es contundente al 
obligar a los agentes públicos a la recepción y tramitación de las denuncias de 
amenazas o vulneración de derechos realizadas por la misma niña, niño o 
adolescente.11  

                                                             
9 ARTÍCULO 26 CCyC-. La persona menor de edad ejerce sus derechos a través de sus 
representantes legales. No obstante, la que cuenta con edad y grado de madurez suficiente 
puede ejercer por sí los actos que le son permitidos por el ordenamiento jurídico. En situaciones 
de conflicto de intereses con sus representantes legales, puede intervenir con asistencia letrada. 
La persona menor de edad tiene derecho a ser oída en todo proceso judicial que le concierne 
así como a participar en las decisiones sobre su persona. 
10 ARTÍCULO 24. Ley 26.485 - Personas que pueden efectuar la denuncia. Las denuncias podrán 
ser efectuadas: b) La niña o la adolescente directamente o través de sus representantes legales 
de acuerdo lo establecido en la Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, 
Niños y Adolescentes; 
11ARTÍCULO 31 - Ley 26.061 - DEBER DEL FUNCIONARIO DE RECEPCIONAR DENUNCIAS. 
El agente público que sea requerido para recibir una denuncia de vulneración de derechos de 
los sujetos protegidos por esta ley, ya sea por la misma niña, niño o adolescente, o por cualquier 
otra persona, se encuentra obligado a recibir y tramitar tal denuncia en forma gratuita, a fin de 
garantizar el respeto, la prevención y la reparación del daño sufrido, bajo apercibimiento de 
considerarlo incurso en la figura de grave incumplimiento de los Deberes del Funcionario Público. 
ARTÍCULO 28. Ley 12.967 - DEBER DEL FUNCIONARIO DE RECEPCIONAR DENUNCIAS. El 
agente público que sea requerido para recibir una denuncia de amenaza o vulneración de 
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Sin perjuicio de la normativa detallada, la legitimación de las niñas, niños y 
adolescentes para actuar por sí mismos en los procesos de violencia familiar 
requiere considerar siempre las circunstancias que rodean su participación. 
Intervienen de manera directa, si cuentan con edad y grado de madurez 
suficiente, y de manera indirecta por medio de sus representantes, cuando no 
pueden comprender cabalmente el contenido y sentido de sus actos, y siempre 
y cuando no estén victimizados o en conflicto con ellos, en cuyo caso, se activará 
el sistema de protección con medidas de protección integral o excepcional en 
resguardo de su integridad. Sin embargo, aun en la representación indirecta 
deberán contar con un espacio de actuación propia que el sistema de justicia 
debe habilitar y promover. En este marco, cabe destacar que la actuación de 
NNA en la justicia ha sido objeto de análisis por parte de la Corte IDH que ha 
destacado que es indispensable reconocer y respetar las diferencias de trato 
respecto de las personas adultas.12  
 
En el caso de las personas con discapacidad el CCyC ajusta su regulación a la 
Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad, estableciendo que toda persona humana goza de la aptitud para 
ser titular de derechos y deberes jurídicos y que la ley solo puede privar o limitar 
esta capacidad respecto de hechos, simples actos o actos jurídicos 
determinados. Por su parte, y en cuanto a capacidad de ejercicio, de obrar o de 
hecho, propia de las personas humanas, reconoce a éstas como regla general 
su capacidad de obrar y también su carácter relativo o particular, excepto 
limitaciones previstas expresamente en el Código o en una sentencia judicial (art. 
23). En este marco, la persona discapacitada se encuentra legitimada 
activamente para realizar la denuncia de violencia familiar, tanto por sí sola como 
asistida por los apoyos necesarios si su capacidad ha sido restringida. En el caso 
de una mujer discapacitada víctima de violencia familiar, la ley 26.485 establece 
expresamente que la denuncia puede ser realizada directamente por ella, 
conforme lo prevé en su artículo 24, inc c.  
 
Finalmente, la legitimación activa de las personas adultas mayores en los 
procesos de violencia familiar es indiscutible por cuanto son plenamente capaces 
y debemos garantizar su autonomía y bienestar.  
 

                                                             
derechos de los sujetos protegidos por esta ley, ya sea por la misma niña, niño o adolescente, o 
por cualquier otra persona, se encuentra obligado a recibir y tramitar la denuncia, a fin de 
garantizar el respeto, la prevención y la reparación del daño sufrido, bajo apercibimiento de 
considerarlo incurso en la figura de grave incumplimiento de los Deberes del Funcionario Público. 
En caso de que la denuncia fuese formulada por la niña, niño o adolescente la ausencia de sus 
padres o representantes legales nunca podrá obstaculizar la recepción de la misma. 
12 La Opinión Consultiva OC-17/2002 destaca: Las condiciones en las que participa un niño en 
un proceso no son las mismas en la que lo hace un adulto. Si se sostuviera otra cosa se 
desconocería la realidad y se omitiría la adopción de medidas especiales para la protección de 
los niños, con grave perjuicio para ellos. Por lo tanto, es indispensable reconocer y respetar las 
diferencias de trato que corresponden a diferencias de situación, entre quienes participan en un 
procedimiento (..) si bien los derechos procesales y sus correlativas garantías son aplicables a 
todas las personas, en el caso de los niños el ejercicio de aquéllos supone, por las condiciones 
especiales en las que se encuentran los menores, la adopción de ciertas medidas específicas 
con el propósito de que gocen efectivamente de dichos derechos y garantías. 
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La legitimación activa se extiende de manera obligatoria y en los casos de 
víctimas menores de edad, con capacidad restringida, adultas mayores o 
discapacitadas que se encuentren imposibilitadas de accionar por sí mismas, a 
sus representantes legales y/o al Ministerio Público, como así también, a quienes 
se desempeñan en organismos asistenciales, educativos, de salud y de justicia 
y en general, quienes desde el ámbito público o privado tomen conocimiento de 
situaciones de violencia familiar o tengan indicios de que puedan existir.  
 
Por su parte, la provincia de Santa Fe establece que los servicios asistenciales, 
sociales, educativos, los profesionales de la salud y todo otro funcionario que en 
razón de sus funciones acceda al conocimiento de una situación de violencia 
familiar, luego de asistir a la víctima, deberán efectuar la presentación ante el 
Ministerio Público. Dicha norma debe integrarse con normas y prácticas 
posteriores que han ampliado las bocas de recepción dentro del sistema de 
justicia provincial, como es el caso de la Justicia Comunitaria de las Pequeñas 
Causas, que es competente para receptar las presentaciones de la ley 11.529, 
los Centros Territoriales de Denuncias, que son centros alternativos a las 
comisarías para la recepción de denuncias y el Ministerio Público de la 
Acusación que prevé la posibilidad de realizar denuncias on line en casos de 
violencia de género o sexual, la mayor parte de ellas ocurridas en contextos 
familiares.  
 
La legitimación activa obligatoria de los servicios asistenciales, sociales, 
educativos y de salud, tanto en el ámbito público como en el privado, también 
resulta obligatoria en los casos de violencia familiar cuando la víctima fuere una 
mujer. La denuncia civil siempre es obligatoria y la denuncia penal cuando los 
hechos puedan constituir delito13.  
 
Cabe destacar que la normativa de la Provincia de Buenos Aires tiene el texto 
más acorde con la extensión de la legitimación activa obligatoria que exige la 
problemática atenta la afectación de derechos humanos y fundamentales. Obliga 
a dichos servicios a realizar la denuncia de manera inmediata aun cuando sólo 
tengan indicios de que puedan existir situaciones de violencia, y en caso de 
incumplimiento, prevé que el juez/a o tribunal interviniente los cite a la causa que 
eventualmente se abra con posterioridad por la misma razón, pudiendo 
imponerles una multa y, en caso de corresponder, remitir los antecedentes al 
fuero penal. De igual modo, procederá respecto del tercero o superior jerárquico 
que, por cualquier medio, obstaculice, impida o haya impedido la denuncia. (art. 
4 Ley 12.569 - Texto según Ley 14.509)  
 
El fundamento de la implicancia de las instituciones sociales, educativas y de 
salud en el procedimiento de violencia familiar radica en que son los lugares a 

                                                             
13 Art. 18 Ley 26.485/13.348 Denuncia. Las personas que se desempeñen en servicios 
asistenciales, sociales, educativos y de salud, en el ámbito público o privado, que con motivo o 
en ocasión de sus tareas tomaren conocimiento de un hecho de violencia contra las mujeres en 
los términos de la presente ley, estarán obligados a formular las denuncias, según corresponda, 
en aquellos casos en que el hecho no configure delito.  
Art. 24 inc e - La denuncia penal será obligatoria para toda persona que se desempeñe 
laboralmente en servicios asistenciales, sociales, educativos y de salud, en el ámbito público o 
privado, que con motivo o en ocasión de sus tareas tomaren conocimiento de que una mujer 
padece violencia siempre que los hechos pudieran constituir un delito 
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los que recurren las víctimas generalmente en búsqueda de la primera atención 
o ayuda, y el primer contacto con personal capacitado que debe brindar 
contención y orientación.  
 
 
V. Violencia de género  
 
Si bien las violaciones de los derechos humanos afectan tanto a los hombres 
como las mujeres, su impacto varía de acuerdo con el sexo de la víctima. Los 
estudios sobre la materia permiten afirmar que toda agresión perpetrada contra 
una mujer tiene alguna característica que permite identificarla como violencia de 
género. Esto significa que está directamente vinculada a la desigual distribución 
del poder y a las relaciones asimétricas que se establecen entre varones y 
mujeres en nuestra sociedad, que perpetúan la desvalorización de lo femenino y 
su subordinación a lo masculino. Lo que diferencia a este tipo de violencia de 
otras formas de agresión y coerción es que el factor de riesgo o de vulnerabilidad 
lo constituye el solo hecho de ser mujer. 
 
La violencia contra la mujer ha sido reconocida internacionalmente en múltiples 
instrumentos normativos que buscan prevenir, sancionar y erradicar esta 
problemática, entre ellos, la Convención sobre la eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer (CEDAW), de jerarquía constitucional, y la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer (Convención de Belém do Pará). 
 
En el ámbito nacional la ley N.º 26.485 - “Ley de protección integral para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que se 
desarrollen sus relaciones interpersonales”- recoge y garantiza todos los 
derechos reconocidos por esas convenciones y por la Convención sobre los 
Derechos de los Niños, en especial, los referidos a una vida sin violencia y sin 
discriminaciones. A dicha ley se ha adherido la provincia de Santa Fe (ley 
13.348), cuyas disposiciones, asimismo, resultan compatibles con lo normado en 
la ley Nº 12.434 sobre violencia laboral.  
 
La violencia de género admite varios tipos o clases (física, psicológica, simbólica, 
económica o patrimonial, política y digital) y diferentes modalidades (doméstica, 
institucional, laboral, contra la libertad reproductiva, obstétrica, mediática, pública 
y pública política). 
 
Estos tipos y modalidades no están divididos en compartimentos estancos, por 
el contrario, están interrelacionados, y así lo ha señalado la doctrina y 
jurisprudencia. La violencia psicológica, por ejemplo, casi siempre acompaña a 
la violencia física, y la violencia doméstica, que constituye la modalidad más 
frecuente y grave de violencia contra la mujer, se interrelacionan, muchas veces, 
con otras modalidades.  
 
Frente a los tipos y modalidades de violencia de genero la normativa prevé un 
procedimiento sumarísimo que puede iniciarse ante cualquier juez/jueza de 
cualquier fuero e instancia o ante el Ministerio Público, encontrándose legitimada 
para efectuar la denuncia la mujer que se considere afectada o su representante 
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legal sin restricción alguna; la niña o la adolescente directamente o través de sus 
representantes legales de acuerdo lo establecido en la ley 26.061 de Protección 
Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes; cualquier persona 
cuando la afectada tenga discapacidad, o que por su condición física o psíquica 
no pudiese formularla; y en los casos de violencia sexual, la mujer que la haya 
padecido. En este último supuesto, si la denuncia fuere efectuada por una tercera 
persona, se citará a la mujer para que la ratifique o rectifique en 24 horas.  
 
Como puede apreciarse, la legitimación activa en los procesos de violencia 
contra la mujer es muy amplia y se extiende a cualquier persona que tenga 
conocimiento cuando la mujer tenga alguna discapacidad o que por su condición 
psíquica o física no pueda formular la denuncia por sí misma, con la salvedad de 
la ratificación posterior. En estos casos, se guardará reserva de identidad de la 
persona denunciante, requisito que, junto al de la confidencialidad de las 
actuaciones, otorgan protección a la persona denunciante y a la propia mujer 
agredida14. 
 
Asimismo, la autoridad policial se encuentra obligada a remitir a la autoridad 
judicial de manera obligatoria y en el plazo de 24 hs toda exposición policial de 
la que sugiere la posible existencia de violencia contra la mujer, y los servicios 
asistenciales, sociales, educativos y de salud, en el ámbito público y privado, a 
realizar la denuncia civil cuando tomaren conocimiento con de la misma motivo 
o en ocasión de sus tareas y la penal cuando los hechos pudieran constituir 
delito.  
 
Resulta vital aclarar que asistimos diariamente a incumplimientos policiales y de 
parte de los servicios asistenciales, sociales, educativos y de salud, los que por 
incompetencia o por desconocimiento no actúan conforme la normativa haciendo 
responsable al Estado Argentino por omisión. En este marco, cabe recordar las 
decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos15, entre ellas, 

                                                             
14 Art. 16 - Ley 26.485/13.348 - Derechos y garantías mínimas de procedimientos judiciales y 
administrativos. Los organismos del Estado deberán garantizar a las mujeres, en cualquier 
procedimiento judicial o administrativo, además de todos los derechos reconocidos en la 
Constitución Nacional, los Tratados Internacionales de Derechos Humanos ratificados por la 
Nación Argentina, la presente ley y las leyes que en consecuencia se dicten, los siguientes 
derechos y garantías. … f) A la protección de su intimidad, garantizando la confidencialidad de 
las actuaciones; 
Art. 21. - Presentación de la denuncia. La presentación de la denuncia por violencia contra las 
mujeres podrá efectuarse ante cualquier juez/jueza de cualquier fuero e instancia o ante el 
Ministerio Público, en forma oral o escrita. Se guardará reserva de identidad de la persona 
denunciante 
15 CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA 
VIOLENCIA CONTRA LA MUJER "CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ” - DEBERES DE LOS 
ESTADOS - Artículo 7 Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la 
mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas 
orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente: a. 
abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y velar por que las 
autoridades, sus funcionarios, personal y agentes e instituciones se comporten de conformidad 
con esta obligación; b. actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la 
violencia contra la mujer … f. establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer 
que haya sido sometida a violencia, que incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio 
oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos; g. establecer los mecanismos judiciales y 
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“Campo Algodonero” del año 2009, particularmente en el punto 4.2.1. en el que 
trata el deber de prevención de los derechos a la libertad personal, integridad 
personal y vida de las víctimas, los precedentes en los que se basa para la 
sentencia, particularmente la debida diligencia. Allí la Corte aplica el art. 7 de la 
“Convención de Belém do Pará” para precisar el estándar de “debida diligencia” 
a fin de determinar el alcance del deber estatal de protección de los derechos 
frente a los actos de particulares. 
 
Asistimos, también, a barreras impuestas a la legitimación para denunciar por 
parte del sistema de justicia penal, atento algunos tribunales penales, no pocos, 
emiten decisiones erradas y contrarias a lo ordenado por las convenciones 
internacionales ocasionando peligrosas demoras. Estas barreras coexisten con 
otras causales de dilaciones y complicaciones del proceso penal, entre ellas: el 
debate sobre la tipificación de la conducta; la validez de la prueba incorporada; 
la pérdida del expediente penal; la pesadez del sistema penal; la insuficiencia de 
la motivación en los pedidos del Ministerio Público de la Acusación, las 
contradicciones y omisiones; la pérdida de los registro audiovisuales de los 
fundamentos de sentencias orales; la omisión de la escucha de la víctima; la 
ausencia de citación del Ministerio Público en los casos que la víctima es NNA, 
etc. cuyo tratamiento excede el presente artículo16.  
  
 
VI. Violencia contra niños, niñas y adolescentes 

 
La condición de vulnerabilidad por edad coloca a los NNA en situaciones 
frecuentes de violencia. Paradójicamente los espacios que deberían ser seguros 
son trampas a favor de la violencia, entre ellos, los hogares, las escuelas, los 
centros deportivos, etc. La asiduidad, diversidad y gran cantidad de hechos 
violentos contra NNA revela la debilidad del sistema de justicia en materia de 
protección. Sin perjuicio de la debilidad en la protección, existen diversos 
documentos internacionales de derechos humanos que tienen como objetivo 
luchar contra la violencia infantil.  
 
La Convención Internacional de los Derechos del Niño exige a los Estados 
proteger a los NNA contra toda forma de maltrato físico o mental, descuido o 
negligencia, incluso la explotación y el abuso sexual de NNA. La Observación 
General Nro. 13 del Comité de los Derechos del Niño, si bien destaca la 
importancia primordial de la familia, reconoce que la mayor parte de los actos de 
violencia se producen en el ámbito familiar; y la Observación Nro. 21 de dicho 
comité, subraya el derecho de los NNA a no ser objeto de ninguna forma de 
violencia, sea emocional, física o sexual, e incluye la prohibición de todas las 
formas de violencia, inclusive los castigos corporales17.  
 

                                                             
administrativos necesarios para asegurar que la mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo 
a resarcimiento, reparación del daño u otros medios de compensación justos y eficaces …  
16 KEMELMAJER, AÍDA. La violencia en las relaciones de familia. Diálogo con la jurisprudencia 
argentina. Respuestas de la jurisdicción ‘ no penal’. Tomo I. Rubinzal Culzoni Editores. Buenos 
Aires, 2023. Págs. 232 a 242  
17 Ver Observación General 13 (2011) Derecho del niño a no ser objeto de ninguna forma de 
violencia y Observación General Nº 21 (2017) sobre los niños de la calle ‘Comité de los Derechos 
del Niño. 



13 

La Comisión Internacional de Derechos Humanos ha expresado su preocupación 
por la violencia contra los NNA, tanto la violencia intrafamiliar, como la violencia 
social18. 
 
Naciones Unidas también ha mostrado preocupación por la violencia contra NNA 
destacando que la violencia reduce el potencial de los niños y niñas para aportar 
a la sociedad al afectar su capacidad de aprendizaje y desarrollo emocional19.  
 
El Comité Internacional de los Derechos del Niño ha recomendado la aprobación 
de una ley integral sobre violencia contra los NNA, semejante a las existentes 
sobre violencia de género, atento constituir un instrumento importante para hacer 
efectivo y no meramente declamatorio el derecho de los NNA a una vida sin 
violencia. En este sentido, cabe mencionar la Ley Orgánica 8/2021 de España 
de protección integral a la infancia y la adolescencia frente a la violencia (Ley 
Rhodes) cuyo objetivo es combatirla desde una perspectiva integral.  
 
La violencia contra NNA requiere, asimismo, de transversalidad, como lo ha 
dicho reiteradamente la Corte IDH en varios precedentes. Por ejemplo, en 
González Lluy y otros vs. Ecuador de 2015 afirmó que en el caso confluyeron de 
forma interaccional múltiples factores de vulnerabilidad y riesgo de 
discriminación.  
 
Ahora bien, retornando al análisis de las legitimaciones en los procedimientos de 
violencia, en el caso de NNA víctimas de violencia familiar, como ya se ha 
indicado, intervienen de manera directa si cuentan con edad y grado de madurez 
suficiente, y de manera indirecta por medio de sus representantes cuando no 
pueden comprender cabalmente el contenido y sentido de sus actos, y siempre 
y cuando no estén victimizados o en conflicto con ellos. Y en los supuestos de 
violencia contra niñas y adolescentes en cualquiera de sus tipos y modalidades, 
la Ley 26.485 las faculta a efectuar la denuncia directamente.  
 
A continuación, abordaremos situaciones puntuales de violencia contra NNA: 
 
Violencia por omisión de reconocimiento de hijo o hija  
 
El ataque a la identidad de un hijo o hija constituye violencia y la conducta 
responde, generalmente, a pautas culturales discriminatorias de las que no toma 
conciencia el agresor.  
 
El CCC en su artículo 587 legitima al hijo o hija para reclamar al progenitor los 
daños derivados de la falta de reconocimiento. Para ello, el código le concede la 
acción de reclamación de filiación (conf. art. 582, segundo y tercer párrafos), la 
que podrá ser intentada por él o ella personalmente si es mayor de edad (art. 
25), o a través de sus representantes legales si es menor (conf. art. 26, primer 

                                                             
18 Ver Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Violencia, niñez y crimen organizado. 
Documentos oficiales OEA/Ser L/VII. 
https://www.oas.org/es/cidh/multimedia/2016/ViolenciaNinez/ninez-crimen-organizado.html 
19 Ver: Resolución aprobada por la Asamblea General [sobre la base del informe de la Tercera 
Comisión (A/56/579)] 56/138. Los derechos del niño‘ ‘ disponible: 
https://docs.un.org/es/A/RES/56/138 

https://www.oas.org/es/cidh/multimedia/2016/ViolenciaNinez/ninez-crimen-organizado.html
https://docs.un.org/es/A/RES/56/138
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párrafo, CCC). El progenitor no reconociente será el legitimado pasivo, por ser 
responsable directo de ocasionar el daño injusto por esa omisión (art. 1.749) y, 
al fallecer, sus derechos y obligaciones se transmitirán a las personas llamadas 
a sucederlo (conf. art. 2.277 CCC) 
 
Violencia por impedimento de comunicación entre progenitores e hijos/as 
 
El derecho/deber de comunicación surge expresamente de los arts. 652 y 653 
CCC, por lo que incumplido el deber por el o la progenitora que tiene el cuidado, 
opera la antijuridicidad de la conducta y se abre la legitimación activa del otro u 
otra para accionar.  
 
El impedimento de comunicación o contacto debe ser calificado como violencia 
familiar psicológica que afecta principalmente al niño o niña, y al progenitor/a no 
conviviente. También debe ser calificada como violencia familiar psicológica la 
situación inversa, menos frecuente, que se da cuando uno de los progenitores 
se niega al encuentro con el hijo o hija, que puede ser calificado como abandono 
afectivo. En ambos casos, la legitimación activa y pasiva de los progenitores 
resulta indiscutible, lo que no impide la legitimación activa del hijo o hija si cuenta 
con edad y grado de madurez suficiente. 
 
Violencia por incumplimiento de la obligación asistencial  
 

El incumplimiento de la obligación asistencial constituye violencia familiar 
económica, tanto hacia los/as hijos/as comunes, como hacia el progenitor 
conviviente, generalmente la progenitora. En este sentido, los tratados 
internacionales, convenciones y leyes de protección hacia la mujer, prevén la 
violencia de género económica entre los tipos de violencia, encontrándose 
comprendida la violencia por incumplimiento de la obligación alimentaria hacia 
los/as hijos/as atento configurar una clara limitación de los recursos económicos 
indispensables para satisfacer las necesidades de la mujer y del grupo familiar 
conviviente y vivir una vida digna.  
 
No cabe duda respecto de la legitimación activa del progenitor o la progenitora 
conviviente para incoar la acción de alimentos contra la persona que ejerce 
violencia económica a través del incumplimiento de la obligación asistencial y de 
los hijos si cuentan con edad y grado de madurez suficiente. También se 
extiende a cualquier de los parientes del grupo familiar y al Ministerio Público20. 

                                                             
20 Art. 661 CC y C - Legitimación. El progenitor que falte a la prestación de alimentos puede ser 
demandado por: a) el otro progenitor en representación del hijo; b) el hijo con grado de madurez 
suficiente con asistencia letrada; c) subsidiariamente, cualquiera de los parientes o el Ministerio 
Público.  
- Art. 662.- Hijo mayor de edad. El progenitor que convive con el hijo mayor de edad tiene 
legitimación para obtener la contribución del otro hasta que el hijo cumpla veintiún años. Puede 
iniciar el juicio alimentario o, en su caso, continuar el proceso promovido durante la minoría de 
edad del hijo para que el juez determine la cuota que corresponde al otro progenitor. Tiene 
derecho a cobrar y administrar las cuotas alimentarias devengadas. Las partes de común 
acuerdo, o el juez, a pedido de alguno de los progenitores o del hijo, pueden fijar una suma que 
el hijo debe percibir directamente del progenitor no conviviente. Tal suma, administrada por el 
hijo, está destinada a cubrir los desembolsos de su vida diaria, como esparcimiento, gastos con 
fines culturales o educativos, vestimenta u otros rubros que se estimen pertinentes. 
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Ahora bien, ¿cabría legitimación activa en la persona que ejerce violencia para 
reclamar alimentos a la víctima de violencia? ¿Por ejemplo, si una persona 
excluida de la vivienda o sujeta a otra medida de protección en violencia familiar 
tiene este derecho a reclamar alimentos? Varios tribunales locales e 
internacionales han denegado cuotas alimentarias contra quienes son víctimas 
de violencia. Entre ellos, un tribunal de Salta revocó la suma fijada por un tribunal 
de primera instancia contra una mujer en concepto de cuota alimentaria 
provisoria con fundamento en que la mujer era víctima de violencia por parte del 
cónyuge varón; otro tribunal de Córdoba al decidir alimentos a favor de un padre 
enfermo y a cargo de sus hijos mayores de edad señaló que el fundamento 
mismo de la obligación alimentaria derivada del parentesco se encontraba 
resquebrajada por la persona violenta que desintegró el principio de “solidaridad 
familiar”; y otro de España ordenó el cese de la cuota alimentaria en favor de la 
hija mayor de edad y a cargo de la madre con fundamento en la condena penal 
por malos tratamientos a la madre.21  
 
Respecto de la legitimación pasiva en los casos de incumplimiento de la 
obligación asistencial cuando media violencia varias decisiones jurisdiccionales 
han modificado el orden legal (vínculo sanguíneo - vínculo afín). En este sentido 
resolvió un tribunal de Viedma que fijó alimentos a favor de una adolescente y a 
cargo de la pareja de su madre con fundamento en el cambio de centro de vida 
de la menor de edad con los abuelos motivado por los hechos de violencia por 
parte de la pareja de su madre.22 
 
Violencia y modificación del nombre  
 
Si bien el nombre normalmente coincide con el vínculo filial, la regla no es 
absoluta y cede frente a la conducta violenta de un integrante de la familia. En 
algunos casos se ha ordenado el cambio de apellido frente a denuncias de abuso 
sexual contra un niño o niña, en otros, ante malos tratos o indiferencia y en otros, 
por femicidio de la progenitora. También, se ha ordenado el cambio de nombre 
de pila ante coincidencia con familiar maltratador. En todos los casos las 
legitimaciones activas caben a los representantes legales o al niño, niña o 

                                                             
- Art. 663.- Hijo mayor que se capacita. La obligación de los progenitores de proveer recursos al 
hijo subsiste hasta que éste alcance la edad de veinticinco años, si la prosecución de estudios o 
preparación profesional de un arte u oficio, le impide proveerse de medios necesarios para 
sostenerse independientemente. Pueden ser solicitados por el hijo o por el progenitor con el cual 
convive; debe acreditarse la viabilidad del pedido. 
- Art. 664.- Hijo no reconocido. El hijo extramatrimonial no reconocido tiene derecho a alimentos 
provisorios mediante la acreditación sumaria del vínculo invocado. Si la demanda se promueve 
antes que el juicio de filiación, en la resolución que determina alimentos provisorios el juez debe 
establecer un plazo para promover dicha acción, bajo apercibimiento de cesar la cuota fijada 
mientras esa carga esté incumplida.  
- Art. 665.- Mujer embarazada. La mujer embarazada tiene derecho a reclamar alimentos al 
progenitor presunto con la prueba sumaria de la filiación alegada. 
21 KEMELMAJER DE CARLUCCI, Aida. La Violencia en las relaciones de familia. Diálogo con la 
jurisprudencia argentina. Respuestas de la jurisdicción “no penal”, Tomo II, Editorial Rubinzal 
Culzoni, 1era Edición, Santa Fe 2023, Págs. 59 a 62. 
22 Trib Familia Viedma 3-6-2020.RCJ 7799/20, RDF2021-1-165, con nota de LLudgar Hugo. De 
grupos vulnerables, comunicaciones entendibles y actuaciones oficiosas , en 
AR/DOC/3936/2020 
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adolescente si cuenta con edad y grado de madurez suficiente y las 
legitimaciones pasivas a las personas que ejercieron violencia.23 
 
 Violencia y restitución internacional de NNA  
 
Los supuestos de violencia se presentan, por un lado, ante el traslado ilícito de 
los hijos e hijas mediante la sustracción al progenitor o progenitora conviviente 
como una forma de violencia física y psicológica contra el niño, niña o 
adolescente, y por otro lado, al invocar el progenitor o progenitora denunciado/a 
la violencia como excepción de “grave riesgo” para tratar de impedir el retorno al 
país de donde fue ilegítimamente sustraído o retenido el niño, niña o 
adolescente. 
 
Los legitimados activos serán los progenitores y los niños, niñas y adolescentes 
y la legitimación pasiva recaerá, en ambos casos, sobre las personas que 
ejercieron violencia, sea para calificar el traslado ilícito o retención, o para invocar 
el “grave riesgo” como excepción. 
 
Como leading case del Tribunal Europeo de Derechos Humanos podemos citar 
la sentencia recaída en “Neulinger Isabell, Shuruk Noam vs. Suiza” de 2010, en 
la cual fue clave para resolver el caso el interés superior del niño que no puede 
ser ajeno a la aplicación de la excepción prevista en el art. 13 de la Convención 
de La Haya. 
 
En nuestro país, la Corte Suprema de Justicia, seguida por un importante sector 
de jueces y juezas de grado, sostiene que la mera invocación de la violencia no 
configura una excepción si no se da detalle suficiente de los episodios y de su 
frecuencia, no se acompaña prueba, y si no se verifica que la violencia no sea 
solo de pareja y que exista riesgo del trato del progenitor o progenitora para con 
su hijo o hija menor de edad. 24 
 
Violencia y cambio de domicilio solicitado por el NNA  
 
Si bien no es frecuente, por carecer mayormente de una real y garantizada 
escucha y por no ser debidamente tenida en cuenta su opinión, en ocasiones el 
propio niño, niña o adolescente solicita dejar la vivienda parental o retornar a su 
centro de vida.  
 
Como ejemplo del primer caso podemos citar situaciones en las que se ha 
resuelto cautelarmente la guarda en favor de abuelos ante hechos de violencia 
reiterados de los progenitores y peticiones de los propios hijos con fundamento 
en la autonomía progresiva, el interés superior del niño y la prioridad en los 
principios consagrados en la Convención Internacional sobre los Derechos del 
Niño; y del segundo, se ha resuelto cautelarmente la modificación del régimen 
de cuidado personal basándose en las entrevistas de los hijos que no arrojaron 

                                                             
23 KEMELMAJER DE CARLUCCI, Aida. La Violencia en las relaciones de familia. Diálogo con la 
jurisprudencia argentina. Respuestas de la jurisdicción “no penal” Tomo II, Editorial Rubinzal 
Culzoni, 1era Edición, Santa Fe 2023, Págs. 39 a 43. 
24 CNCiv, sala H, 29-12-2020. Rubinzal Online, RC J 366/21 y CNCiv, sala A, 8-8-2018 RC J 
3977/22 
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verificación de la violencia denunciada y mostraron el deseo del menor de edad 
de convivir con su progenitor. 
 
El NNA es legitimado/a activo/a si tiene edad y grado de madurez suficiente, y 
en defecto, será su representante legal, sin perjuicio de su escucha en juicio, y 
los progenitores serán los legitimados pasivos.  
  
 
VII. Violencia contra personas adultas mayores  

 
El maltrato a las personas adultas mayores se define como toda acción u omisión 
única o repetida que produce daño a su integridad física, psíquica y moral y 
vulnera el goce o ejercicio de sus derechos humanos y libertades fundamentales, 
independientemente que ocurra en una relación de confianza. 
 
La Convención interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de 
las Personas Adultas Mayores - ratificada por Argentina por Ley 27.360 en 2017 
- obliga a los Estados a establecer y fortalecer mecanismos de prevención de la 
violencia, en cualquiera de sus manifestaciones, dentro de la familia, en los 
lugares donde recibe servicios de cuidado, y en general en la sociedad para la 
efectiva protección de los derechos de la persona adulta mayor.  
 
No resulta extraño que la gravedad y reiteración de las conductas violentas hacia 
las personas adultas mayores haya provocado la sanción de legislación especial. 
Por ejemplo, a nivel internacional podemos citar a Quebec, Canadá, donde rige 
una ley que considera a la persona adulta mayor en situación de vulnerabilidad 
por tener su capacidad limitada temporal o permanente para peticionar y obtener 
ayuda, y obliga al Estado a intervenir para protegerla.  
 
A nivel nacional encontramos varios avances, entre ellos, la provincia de San 
Juan que ha sancionado una ley de abordaje preventivo del maltrato a los adultos 
mayores, en consonancia con el llamamiento hecho por la ONU a los gobiernos 
y agentes interesados respecto de la necesidad de formular y aplicar estrategias 
de prevención más eficaces para atender el maltrato a los adultos mayores; 
Jujuy, que ha implementado el Programa de Prevención de la Discriminación, el 
Abuso y el Maltrato hacia los Adultos Mayores y la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, que ha sancionado una ley de Protección y Prevención Integral contra el 
Abuso y Maltrato a los Adultos Mayores.  
 
Algunas constituciones provinciales también han comenzado a hacer expresa 
referencia al derecho de las personas adultas mayores de vivir sin violencia. La 
Constitución de la Provincia de Santa Fe (reformada en 2025) establece las 
bases del resguardo institucional hacia las personas adultas mayores a través 
del mandato de no discriminación y trato equitativo, prohíbe cualquier tipo de 
discriminación por motivos de edad o vejez, y obliga al Estado a la prevención y 
protección mediante el dictado de políticas públicas de inclusión y la asistencia 
directa. 
 
En este marco normativo los tribunales han adoptado decisiones en protección 
contra la violencia hacia las personas adultas mayores con fundamento en los 

https://www.santafe.gob.ar/ms/reforma-constitucion/wp-content/uploads/sites/86/2025/09/CONSTITUCION-DE-LA-PROV-DE-SF-2025_VF-WEB.pdf
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diversos tratados de derechos humanos y las legislaciones locales, en los que 
se verifica, que la violencia afecta un valor básico de quien la sufre, la autonomía. 
Podemos citar, entre otros, a la Cámara Nacional Civil Sala C que ha dicho “la 
violencia debe ser abordada como una violación de los derechos humanos y de 
las libertades individuales porque cercena la igualdad, la seguridad, la dignidad 
y la autoestima de quienes la padecen, en su mayoría mujeres”. 25  
 
En cuanto a la legitimación activa en estos supuestos, la misma debe ser lo 
suficientemente amplia para permitir que terceras personas como responsables 
de instituciones, trabajadores/as de las mismas, vecinos/as, parientes y/o 
amigos/as puedan entablar ante la justicia civil y/o penal una denuncia 
exponiendo una situación de violencia y/o indicios concordantes que permitan 
enmarcarla y ello amerite el dictado de una medida de protección.  
 
La legitimación pasiva cabrá contra la persona que protagonice los actos 
violentos, pudiendo recaer en el hijo o hija, en cuidadores permanentes o 
transitorios, en personas designadas como apoyo cuando haya restricción de la 
capacidad para realizar determinados actos, etc.  
 
Resulta importante destacar que el personal de las instituciones legitimadas 
activamente debe estar comprometido a denunciar situaciones de maltrato 
ejercidas hacia una persona mayor. Por eso, las leyes de protección contra la 
violencia familiar y de género incluyen en sus artículos la obligación de denunciar 
estas situaciones.26 
 
 
VIII. Violencia contra personas discapacitadas  

 
El maltrato a las personas con discapacidad es un tema históricamente poco 
estudiado e investigado. El abuso físico, sexual, emocional, financiero y 
específico de la discapacidad que sufren las personas con discapacidad es 
exponencialmente mayor en comparación con las personas sin discapacidad. 
Aunque la prevalencia específica de los actos abusivos sigue sin estar clara, el 
consenso de los expertos en esta área apunta continuamente a que entre el 50 
y el 100 % de las personas con discapacidad son víctimas de algún tipo de 
violencia. De hecho, algunos expertos en el campo del trabajo social han 
argumentado que tener una discapacidad automáticamente convierte a la 
persona en un objetivo para alguna forma de abuso. 27  
 
Ninguna definición, ni explicación única puede expresar plenamente lo que le 
ocurre a cada persona con discapacidad que sufre abuso y violencia. Los datos 
empíricos muestran que la discapacidad no solo aumenta el riesgo de sufrir 
violencia interpersonal a lo largo de la vida, sino que quienes tienen discapacidad 

                                                             
25 CNCiv, sala C, 25-8-2020, RC J 5561/20 
26 ORTIZ, Diego O. 9-ago-2019. Cita: MJ-DOC-14999-AR | MJD14999 
27 GAULT, Gabriele; WETMUR, Alison; PLUMMER, Sara Plummer; y FINDLEY, Patricia A. La 
práctica del trabajo social en las comunidades de personas con discapacidad: un enfoque 
intersectorial contra la opresión. 
https://pressbooks.salemstate.edu/disabilitysocialwork/chapter/violence-against-people-with-
disabilities-implications-for-practice/ 
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suelen experimentar violencia durante períodos más prolongados, incluyendo la 
violencia específica relacionada con la discapacidad, como la retención de 
medicamentos, la sobre medicación y el descuido de necesidades básicas como 
el aseo personal. 
 
Como es sabido, la violencia interpersonal, en general, suele estar infra 
denunciada y la violencia contra las personas con discapacidad aún más atento 
enfrentan obstáculos adicionales, como la falta de información sobre qué 
constituye violencia, el desconocimiento de sus derechos individuales o la falta 
de capacidad para ejercerlos, la inaccesibilidad a los recursos, la relación con el 
agresor o el entorno en el que se produce la violencia. Todos estos factores 
pueden dificultar la decisión de una persona sobreviviente de denunciar. 
 
Algunas personas con discapacidad pueden depender del agresor para obtener 
apoyo en su vida diaria, ya sea en sus propios hogares o en la comunidad, por 
lo que se encuentran impedidas de hecho para formular la denuncia. A ello debe 
sumarse que las instituciones suelen mostrarse reacias a intervenir, y en algunos 
casos, facilitan los contextos de abuso o violencia al no controlar debidamente a 
su personal, lo que provoca un agravamiento de la violencia por el silencio 
sistémico de las instituciones. Los hospitales, las residencias, los centros de día, 
las escuelas y las empresas de transporte rara vez rinden cuentas por los actos 
del agresor.  
 
Cuando se conocen hechos de violencia hacia personas discapacitadas, los 
denunciantes, frecuentemente, se topan con la insensibilidad de los proveedores 
de servicios y de los primeros intervinientes y/o con barreras sistémicas que 
impiden obtener ayuda. El problema, a menudo, se identifica como un caso 
aislado o puntual, frecuentemente presentado como el acto de una persona 
problemática, que posteriormente es despedida de la institución de salud o 
centro de cuidado. Generalmente no hay seguimiento, ni revisión de políticas o 
procedimientos, ajustes en las prácticas de contratación, y mucho menos, una 
denuncia policial o judicial que habilite la intervención con alguna medida de 
protección.  
 
Sin perjuicio de las limitaciones y dificultades detalladas, debemos destacar que 
la normativa en materia de protección contra la violencia de género amplía la 
legitimación activa para denunciar al establecer en el art. 24 Ley N° 26.485 que 
cualquier persona puede efectuar la denuncia cuando la afectada por hechos de 
violencia tenga alguna discapacidad, siendo obligatoria para aquella que se 
desempeñe laboralmente en servicios asistenciales, sociales, educativos y de 
salud, en el ámbito público o privado, que con motivo o en ocasión de sus tareas 
tomaren conocimiento de que una mujer discapacitada padece violencia siempre 
que los hechos pudieran constituir un delito. Como puede observarse, se 
persigue el involucramiento de toda la sociedad civil y la asunción de 
responsabilidad por parte de los diferentes servicios públicos y privados 
involucrados en casos de mayor gravedad.  
 
También resulta imperativo recordar los compromisos asumidos por el Estado 
Argentino en la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad - Ley 26.378 - sobre el derecho de acceso a la justicia que importa 
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ajustar y mejorar los procedimientos conforme la discapacidad y reforzar en los 
casos de niños, niñas, adolescentes y mujeres discapacitadas, y capacitar a 
los/as operadores28. 
 
La legitimación pasiva en estos casos cabrá contra la persona que protagonice 
los actos violentos hacia a la persona discapacitada, sin perjuicio de su extensión 
a las instituciones que lo alojen, eduquen y/o atiendan su salud cuando omitan 
denunciar ante la obligatoriedad y al Estado por violencia institucional cuando 
sus agentes retardan, obstaculizan o impiden el acceso a la justicia y a las 
políticas de protección.  
  
 
IX. Medidas dispuestas contra terceras personas  

 
En reiteradas ocasiones, la familia de la persona denunciada se involucra en el 
conflicto, sea porque se encuentra también victimizada por la persona agresora 
y/o en condición de vulnerabilidad estructural con dependencia hacia el 
agresor/a para conservar el derecho habitación y/o la asistencia económica para 
la subsistencia propia y/o la del grupo familiar conviviente, sea porque se halla 
cooptada psicológicamente e inmersa en una sumisión inconsciente. 
 
Por ello, resulta razonable que en muchos casos se tomen algunas medidas 
razonables respecto de otros miembros del entorno familiar del/a agresor/a. En 
este sentido, se han adoptado medidas contra progenitores de personas 
denunciadas por abuso sexual, contra parejas actuales de personas 
denunciadas por agresiones hacia parejas anteriores, contra parientes y 
personas allegadas del denunciado por violencia de género, entre otros 
ejemplos. 
 
En este sentido, cabe resaltar no sólo el alcance personal de estas medidas, sino 
también su extensión atento las nuevas tecnologías en uso facilitan el 
agravamiento de la violencia, habiéndose ordenado en muchas decisiones 
judiciales de protección preventivas el cese en conductas de hostigamiento, 
intimidación, perturbación y/o amenazas realizadas por todo tipo de medios de 
comunicación, incluida la telefonía celular, la aplicación WhatsApp y las redes 
sociales, aún desde perfiles anónimos y/o falsos. 
 
 
X. Reflexión a modo de conclusión  

                                                             
28 El artículo 13 de Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, al abordar 
el derecho de acceso a la justicia, dice que los Estados Partes asegurarán que las personas con 
discapacidad tengan acceso a la justicia en igualdad de condiciones con las demás, incluso 
mediante ajustes de procedimiento y adecuados a la edad, para facilitar el desempeño de las 
funciones efectivas de esas personas como participantes directos e indirectos, incluida la 
declaración como testigos, en todos los procedimientos judiciales, con inclusión de la etapa de 
investigación y otras etapas preliminares; y promoverán la capacitación adecuada de los que 
trabajan en la administración de justicia, incluido el personal policial y penitenciario. Asimismo, 
dicho instrumento internacional presta especial atención a la mujeres con discapacidad y las 
niñas, niños y adolescentes con discapacidad, reconociendo las múltiples formas de 
discriminación a la que usualmente se ven sometidos, discriminación que conlleva 
necesariamente acto de violencia, y la necesidad de tomar medidas pertinentes para protegerlos. 
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Luego de analizar los diferentes escenarios de la violencia y las legitimaciones 
activas y pasivas, y reconociendo que las respuestas que brinda el sistema de 
Justicia Civil no alcanzan para reducir efectivamente la violencia, si bien la 
mitigan temporalmente, me atrevo a concluir que debemos trabajar sin demora 
de una manera articulada, comprometida y sostenida, tanto dentro del propio 
sistema, como con los diferentes servicios territoriales e interdisciplinarios, y que 
su abordaje jurisdiccional debe ser enmarcado como violación de los derechos 
humanos y de las libertades individuales porque la violencia cercena la igualdad, 
la seguridad, la dignidad y la autoestima de quienes la padecen. 
 
Identificar las legitimaciones en los diferentes procesos nos permite descubrir y 
recordar el grave flagelo que constituye la violencia en las relaciones 
interpersonales y nos interpela a brindar respuestas efectivas, oportunas y 
coordinadas, evitando que se transforme en violencia institucional.  
 
Para finalizar con este pequeño aporte, comparto la reflexión de la Dra. Aida 
Kemelmajer en las palabras provisorias de cierre de su obra titulada “La violencia 
en las relaciones de familia”. La prestigiosa jurista mendocina cita a Hanna 
Arendt, quien dijo “Nadie consagrado a pensar sobre la Historia y la Política 
puede permanecer ignorante del enorme papel que la violencia ha desempeñado 
siempre en los asuntos humanos y, a primera vista, resulta más que 
sorprendente que la violencia haya sido singularizada tan escasas veces para 
su especial consideración” 29  
 
Este mandato de la pensadora del siglo XX, traído a nuestra época por la Dra. 
Kemelmajer, no alcanza sólo a historiadores y políticos, más aún en un mundo 
en el que la discriminación y la brecha social estructural en el acceso a los 
recursos y el ejercicio del poder preserva el “status quo” actual, injusto y violatorio 
de los derechos humanos y las libertades fundamentales. 
 
La violencia es un problema frente al cual nadie puede cerrar los ojos, dice la 
jurista, e invoca la exitosa serie televisiva “New Amsterdam”. Sin perjuicio de las 
personas legitimadas activamente para promover denuncias ante situaciones de 
violencia, cada uno de los integrantes de la sociedad, cuando tiene frente a sí a 
una víctima o posible víctima, debería hacer la misma pregunta que se hacía una 
y otra vez el director del hospital neoyorquino “¿En qué puedo ayudar?”  
 
En el ámbito judicial las respuestas deben contener esta premisa y ser el 
resultado de un recorrido responsable y razonado. Aunque estamos lejos de un 
sistema jurisdiccional que sirva eficazmente para reducir la violencia, algo viene 
cambiando en los últimos años: las respuestas no penales, en muchos casos, 
restauran razonablemente derechos de las personas que se encuentran en 
situación de vulnerabilidad por victimización. 
 
A modo de conclusión vale reiterar que las respuestas jurisdiccionales deben 
estar acompañadas de un trabajo articulado, interdisciplinario y en red con la 
salud pública, los servicios sociales, la educación, las organizaciones de 

                                                             
29 ARENDT, Hanna. Sobre la violencia. 1º reimpresión, traducción de Guillermo Solana, Alianza, 
Madrid, 2006 
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derechos humanos, los medios de comunicación, las empresas en el marco de 
la responsabilidad social que les compete, y la sociedad toda, atento nos une e 
interpela este flagelo que lastima y quita vidas, especialmente de las personas 
más vulnerables.  
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